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o en Ciencias Políticas y Sociología. Se valorará, asimismo, la 
dedicación universitaria.

4. Régimen académico.—Los participantes deberán asistir 
regularmente a las clases y seminarios que se impartan. Para 
obtener el diploma será preciso cursar con aprovechamiento tres 
materias por cuatrimestre, hasta un total de doce, de acuerdo 
con las opciones que ofrezca la programación de los cursos.

La Dirección del centro se reserva el derecho de cancelar la 
participación en los cursos de aquellos alumnos que incurrieran 
en reiterada inasistencia o falta de rendimiento académico.

5. Solicitudes.—Para participar en los cursos, cuya matrícula 
es gratuita, los interesados deberán dirigir una instancia al 
Director del Centro de Estudios Constitucionales (plaza de la 
Marina Española, número 9, Madrid-13), acompañada de un 
currículum académico y profesional y, en caso de solicitar 
beoa, de una declaración jurada expresiva de la situación eco­
nómica del candidato. El plazo de presentación de solicitudes 
finaliza el 15 de octubre de 1983, a las catorce horas.

6. Selección.—El número de alumnos que podrán seleccio­
narse no superará los treinta. Excepcionalmente se podrá ad­
mitir, previa autorización del Director del Centro y aceptación 
del Profesor encargado, la participación en un seminario con­
creto de personas no matriculadas como alumnos.

Los candidatos realizarán una prueba de admisión consis­
tente en la redacción de un tema sobre Derecho constitucional 
o Ciencia política y en la traducción al castellano de un texto 
escrito en lengua extranjera (a elegir entre alemán, francés, 
inglés o italiano).

Esta prueba escrita tendrá lugar el 21 de .octubre, a las diez 
de la mañana, en los locales del Centro.

Un Jurado calificará los ejercicios efectuados y, teniendo en 
cuenta los datos académicos y profesionales aportados, formulará 
propuesta a la Dirección del Centro de los candidatos elegidos.

7. Becas.—El Centro de Estudios Constitucionales, en los lí­
mites de sus consignaciones presupuestarias dotará becas cuya 
cuantía unitaria será de 15.000 pesetas mensuales con destino 
a aquellos alumnos seleccionados conforme a la base anterior, 
que lo hayan solicitado y acrediten no percibir otras asigna­
ciones o ayudas similares ni cantidad fija o variable con cargo 
a los Presupuestos Generales del Estado.

En el caso de solicitantes no residentes en Madrid, el importe 
de la beca será suplementado en una cantidad superior para 
ayudar al sostenimiento del becario.

8. La solicitud de participación en los cursos implica la 
aceptación de las presentes bases y de las normas de organiza­
ción y funcionamiento que dicte la Dirección del Centro.

Madrid, 8 de septiembre de 1983.—El Director, Elias Díaz 
García.

24389 RESOLUCION de 8 de septiembre de 1983, del Cen­
tro de Estudios Constitucionales, por la que se 
convoca el premio «Nicolás Pérez Serrano» para 
tesis doctorales.

Entre las funciones que tiene encomendadas el Centro de 
Estudios Constitucionales reviste especial importancia la de 
promover las tareas de investigación en el campo de las Cien­
cias Sociales y, en particular, en las áreas de la Ciencia Política 
y el Derecho Constitucional.

Para dar cumplimiento a dicho objetivo, el Centro de Estu­
dios Constitucionales ha dotado con periodicidad anual un 
premio que, amparado bajo el nombre del insigne constitucio- 
nalista y maestro de juristas don Nicolás Pérez Serrano, sirva 
de estímulo para los doctorados de aquellas materias.

En atención a lo cual, la Dirección del Centro de Estudios 
Constitucionales convoca el premio «Nicolás Pérez Serrano», co­
rrespondiente al curso 1982-83 con arreglo a las siguientes 
bases:

Primera.—Se convoca el premio «Nicolás Pérez Serrano» para 
tesis doctorales correspondiente al curso )982 1983 que estará 
dotado con 200.000 pesetas.

El premio, que podrá ser declarado desierto, se otorgará a 
la mejor tesis que, a juicio del Jurado, haya sido presentada, de­
fendida y aprobada en el curso académico 1982-83 (1 de octubre 
de 1982 a 30 de septiembre de 1983) en cualquiera de las Univer­
sidades españolas.

El Centro de Estudios Constitucionales se reserva el derecho 
prioritario de establecer con el autor premiado el correspon­
diente contrato editorial para la edición del trabajo científico 
premiado.

Segunda.—Los aspirantes al premio presentarán sus instancias 
solicitando tomar parte en el concurso, en la Gerencia del 
Centro de Estudios Constitucionales (plaza de la Marina Es­
pañola. número 9, Madrid-13). El plazo comprende desde la 
fecha de aparición en el «Boletín Oficial del Estado» de esta 
convocatoria hasta el dia 28 de octubre de 1983. A la solicitud 
deberán acompañarse tres ejemplares de la tesis y la certifica­
ción de la Facultad correspondiente en la que consten las fechas 
de presentación y lectura, así como la calificación obtenida.

Tercera.—La concesión del premio se efectuará por un Ju­
rado nombrado y presidido por el Director del Centro de Estu­
dios Constitucionales, cuya composición se hará pública en el 
acto del fallo.

La decisión del Jurado se dará a conocer antes del 30 de no­
viembre de 1903. Las resoluciones y fallo del Jurado serán inape­
lables, en todo caso, entendiéndose a estos efectos que la par­
ticipación en la convocatoria supone la aceptación expresa de 
sus bases y Resolución.

Madrid, 8 de septiembre de 1983.—El Director, Elias Diaz 
García.

MINISTERIO DE DEFENSA

24390 ORDEN 111/02516/1983, de 6 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Constantino Rubio de la Calza­
da, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Per­
manente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso anministrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Constan­
tino Rubio de la Calzada, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 12 de marzo y 27 de abril de 1979, se 
ha dictado sentencia con fecha 27 de enero de 1983, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so-administrativo interpuesto por don Constantino Rubio de la 
Calzada, representado por el Procurador señor Granados Weil, 
contra resoluciones dei Ministerio de Defense de 12 de marzo y 
27 de abril de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho y, en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función desde la fecha de 
su antigüedad económica eñ el empleo 'Je Sargento hasta la 
entrada en vigor de la Ley 5/1978, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten, sin 
expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú 
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 6 de julio de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa- 
.larés.

Excmos Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

24391 ORDEN 111/02512/1983, de 7 de julio, por la que se 
dispone el cumplimiento de la sentencia de la Au­
diencia Nacional, dictada con fecha 26 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso administrativo 
interpuesto por don Santiago Fernández Pérez, Sar­
gento de Artillería, Caballero Mutilado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Santiago 
Fernández Pérez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 3J de enero y 26 de marzo de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 26 de ener de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcia'mente el recurso contencio­
so administrativo interpuesto por don Santiago Fernández Pé­
rez, Sargento de Artillería y Caballero Mutilado Permanente, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 31 de enero 
y 26 de marzo de 1979, debemos declarar y declaramos no ser 
ias mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, 
las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente el derecho q.ue tiene a percibir el compie 
mentó de destino por responsabilidad en la función, desde la



25208_________________________________________14 septiembre 1983 BOE.—Núm. 220

fecha de la efectividad económica en el empleo de Sargento, 
lasta la entrada en vigor do la I ey 5/1976, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
esulten; sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
a misma con el expediente ac'ministrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
le diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio ie Defensa número 
>4/1982, de 16 de marzo, dispongo qu_ se cumpla en sus propios 
‘érminos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de julio de 1983.—P D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa- 
larés.

-’xcmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

24392 ORDEN 111/02513/1983, de 7 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 de febre­
ro de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Victoriano Abejón Vicario, Sar­
gento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se- 
uido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 

Macional, entre partes, de una, como demandante, don Victo- 
iano Abejón Vicario, Sargemo de Infantería, Caballero Mutilado 

°ermanenle, quien postula por si mismo, y de otra, como de- 
pandada, la Administración Pública, representada y defendida 
lor el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de 17 de julio y 10 de octubre de 1979, si ha dictado 
entencia con fecha 10 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 

>s como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio- 
o-administrativo interpuesto por don Victoriano Abejón Vica­

rio, Sargento y Caballero Mutilado Permanente, representado 
ior el Procurador señor Moral Price, contra resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de 17 de julio y 10 de octubre de 1979, de­
jemos declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajusta­
das a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, 
oarcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el 
derecho que tiene a percibir el complemento de destino por res­
ponsabilidad en la función, desde la fecha de u efectividad 
:conómica en el empleo de Sargento, hasta la entrada en vigor 
de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Adminis­
tración al pago de las cantidades que resulten; sin expresa 
mposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
a misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica 
ión al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
eguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie- 
e el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 

>4/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus propios 
érminos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de julio de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

’xcmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por ¡a Patria.

24393 ORDEN 111/02514/1983, de 7 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Custodio Angel Rubio Palmitas, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Custodio 
'Vngel Rubio Palmitas. Sargento de Infantería, Caballero Muti­

lado Permanente, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 7 de mayo y 6 de julio dt 1979, se ha dictado 
sentencia con fecha 8 de febrero de 1983, cuya parte dispositiva 
es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso administrativo interpuesto por don Custodio Angel Rubio 
Palmitas, Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente, y representado por el Procurador señor Dorremochea, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 7 de mayo 
y 6 de julio de 1979 debemos declarar y declaramos no ser 
las mismas en parte ajustadas a derecho, y en consecuencia, 
las anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente e) derecho que tiene a percibir el comple­
mento de destino por responsabilidad en la función, desde la 
fecha de la efectividad económica en el empleo de’ Sargento 
hasta, la entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten; sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nupstra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE
Dios guarde a VV EE. muchos años.
Madrid, 7 de julio de 1983.—P. D., el Secretado general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa­
llarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por lg Patria.

24394 ORDEN 111/02515/1983, de 7 de julio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Alfonso Rubio Fernández, Sar­
gento de Infantería, Caballero Mutilado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Alfonso 
Rubio Fernández, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de 14 de mayo y 29 de junio de 1979, se ha dic­
tado sentencia con fecha 27 de enero de 19B„, cuya parte dispo­
sitiva es como sigue:

Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso contencio­
so administrativo interpuesto por don Alfonso Rubio Fernández 
representado por el Procurador señor Granados Weil, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 14 de mayo y 29 de ju­
nio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser ¡as mismas 
en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anulamos, 
asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, a dicho recu­
rrente el derecho que tiene a percibir el complemento de desti­
no por responsabilidad en la función, desde la fecha de su efec­
tividad económica, en el empleo de Sargento, hasta la entrada 
en vigor de la Ley 5/1970, de 11 de marzo, condenando a la 
Administración al pago de las cantidades que resulten-, sin ex­
presa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 7 de julio de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila Pa­
llarás.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria


